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Zona útil hasta 80.000 ha: 7.000.000 de pesetas (42.070,85 euros).

Zona útil entre 80.000 y 130.000 ha: 10.000.000 de pesetas (60.101,21

euros).

Zona útil mayor de 130.000 ha: 12.000.000 de pesetas (72.121,45 euros).

Se entiende por zona útil a la superficie (según INE) de los municipios

seleccionados para la realización del control, incluida dentro del círculo

que define la zona.

A efectos de determinar el estrato correspondiente a la zona útil, se

tendrá en cuenta una tolerancia del 2 por 100 para la aplicación del importe

más favorable para la Comunidad Autónoma.

Para zonas totalmente coincidentes con las controladas en años ante-

riores, y de la que se disponga de toda la información de apoyo necesaria

actualizada y en formato digital, los importes a aplicar serán el 70 por 100

de los arriba indicados.

En caso de zonas de control compartidas entre varias Comunidades

Autónomas, el importe correspondiente a la superficie útil de la zona com-

pleta, se distribuirá entre las Comunidades Autónomas implicadas, pro-

porcionalmente a la superficie de la zona útil de cada una de ellas.

20406 RESOLUCIÓN de 18 de octubre de 2000, de la Dirección
General de Desarrollo Rural, por la que se sa publicidad
a la denuncia del Convenio Marco de Colaboración entre
la Comunidad Autónoma Valenciana y el Ministerio de
Agricultura, Pesca y Alimentación para la puesta en mar-
cha de las medidas estructurales de acompañamiento de
la política agraria común.

De acuerdo con lo previsto en el artículo 8.2 de la Ley 30/1992, de 26

de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y

del Procedimiento Administrativo Común, procede la publicación en el

«Boletín Oficial del Estado» de la Denuncia del Convenio Marco de cola-

boración entre la Comunidad Autónoma Valenciana el Ministerio de Agri-

cultura, Pesca y Alimentación para la puesta en marcha de las Medidas

Estructurales de Acompañamiento de la Política Agraria Común, que figura

como anexo a esta Resolución.

Lo que se hace público para general conocimiento.

Madrid, 18 de octubre de 2000.—El Director general, Gerardo García

Fernández.

ANEXO

Denuncia del Convenio Marco de Colaboración entre la Comunidad

Autónoma Valenciana y el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimen-

tación para la puesta en marcha de las medidas estructurales de acom-

pañamiento de la política agraria común

En Madrid, a 11 de octubre de 2000.

REUNIDOS

De una parte, el ilustrísimo señor don Manuel Lamela Fernández, Sub-

secretario de Agricultura, Pesca y Alimentación, en virtud del Real Decreto

1515/1997, de 26 de septiembre, actuando por delegación del excelentísimo

señor Ministro, conforme al artículo 1 apartado 19 de la Orden de 1 de

julio de 1999, a quien corresponde la competencia para la celebración

de Convenios de colaboración con las Comunidades Autónomas, de acuerdo

con lo dispuesto en el artículo 13, apartado 3, de la Ley 6/1997, de 14

de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General

del Estado; en el artículo 4, apartado 1, de la Ley 50/1997, y en el artículo

6, en relación con la disposición adicional decimotercera de la Ley 30/1992,

de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas

y del Procedimiento Administrativo Común.

De otra, la honorable señora doña María Angels Ramón-Llin Martínez,

Consejera de Agricultura, Pesca y Alimentacion (Decreto de 23 de julio

de 1999), en nombre de la Comunidad Autónoma de Valencia,

Se reconocen reciprocamente la capacidad legal para otorgar la pre-

sente denuncia de Convenio a cuyo fin:

EXPONEN

Primero.—Que con fecha 14 de agosto de 1997 se suscribió el Convenio

Marco de Colaboración entre la Comunidad Autónoma Valenciana y el

Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación para la puesta en marcha

de las medidas de acompañamiento de la Política Agraria Común.

Segundo.—Que el período de vigencia del Convenio es desde el mismo

día de la fecha de la firma hasta el 31 de diciembre del año 2001.

Tercero.—Que el procedimiento de transferencias de fondos a las Comu-

nidades Autónomas fijado en el Convenio, ha planteado grandes dificul-

tades, que afectan al normal funcionamiento de los programas y repercuten,

por tanto, en el cumplimiento de los compromisos adquiridos con los bene-

ficiarios de estas ayudas.

Cuarto.—Que en el futuro, y para evitar los problemas a los que se

hace referencia en el exponendo tercero, la distribución y transferencia

de fondos a las Comunidades Autónomas, se regularán por lo que viene

establecido en el artículo 153 de la Ley General Presupuestaria, en su

redacción actual, conforme a la Ley 13/1996, de 30 de diciembre y a la

Ley 55/1999, de 30 de diciembre.

Quinto.—Que como consecuencia de lo anteriormente expuesto y en

conformidad con la cláusula novena del citado Convenio, ambas partes

ACUERDAN

Dejar sin efecto el Convenio de Colaboración suscrito entre el Ministerio

de Agricultura, Pesca y Alimentación y la Comunidad Autónoma Valenciana

a partir de la fecha de la firma.

Mantener el compromiso de transferir, por parte del Ministerio de Agri-

cultura, Pesca y Alimentación, durante los años 2000 y 2001, a través

de la Conferencia Sectorial de Agricultura y Pesca, la cantidad fijada en

el anejo al Convenio de Colaboración denunciado y que asciende a

245.270.000 pesetas, equivalente a 1.470.000 euros, anuales, para el con-

junto de las tres medidas de acompañamiento.

En prueba de conformidad y para la debida constancia de lo convenido,

firman la presente denuncia del Convenio por triplicado ejemplar y a

un solo efecto, en el lugar y fecha al principio indicados.—El Ministro

de Agricultura, Pesca y Alimentación, P. D. (Orden de 1 de julio de 1999,

«Boletín Oficial del Estado» del 6), el Subsecretario, Manuel Lamela Fer-

nández.—La Consejera de Agricultura, Pesca y Alimentación, María Angels

Ramón-Llin Martínez.

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

20407 RESOLUCIÓN de 6 de noviembre de 2000, del Centro de
Investigaciones Sociológicas, por la que se convocan «becas
a jóvenes investigadores en Ciencias Sociales» para el
año 2001.

Entre las funciones atribuidas al Centro de Investigaciones Sociológicas

figura la promoción y estímulo de la investigación social aplicada, mediante

la convocatoria de becas y la participación en programas de formación

de técnicos y especialistas en la materia.

Para llevar a cabo tales acciones, y teniendo en cuenta la experiencia

de años anteriores, resulta oportuno convocar becas dirigidas a jóvenes

investigadores para el año 2001.

La finalidad de estas becas es contribuir a la formación de jóvenes

licenciados en los métodos y técnicas utilizados en la investigación social

aplicada.

A tal fin, los adjudicatarios de las becas participarán en las tareas

de investigación y en las actividades formativas que se establezcan, dentro

del marco de los distintos programas que el Centro de Investigaciones

Sociológicas desarrolle a lo largo del año 2001.

Por cuanto antecede, de acuerdo con la Orden de 31 de octubre de 2000,

por la que se aprueban las bases reguladoras para la concesión de Becas

a Jóvenes Investigadores en Ciencias Sociales, y de conformidad con lo

previsto en los artículos 81 y 82 de la Ley General Presupuestaria y en

el Real Decreto 2225/1993, de 17 de diciembre, que aprueba el Reglamento
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para la concesión de subvenciones públicas, el Centro de Investigaciones

Sociológicas ha resuelto convocar nueve becas para la formación de jóvenes

investigadores en Sociología y Ciencia Política, mediante concurso público

en régimen de concurrencia competitiva para su adjudicación, de acuerdo

con las siguientes bases:

Primera. Número de becas.—Se convocan, en régimen de concurrencia

competitiva y con cargo a la aplicación presupuestaria 25.102.542-B.481,

nueve becas para el ejercicio 2001, con una dotación de 1.560.000 pesetas

cada una.

Segunda. Requisitos de los solicitantes.—Podrán concursar todas aque-

llas personas de nacionalidad española o de algún país miembro de la

Unión Europea (residentes en el momento de incorporarse a las becas),

que se encuentren en posesión del título de Licenciado en Sociología o

en Ciencias Políticas y que hayan finalizado los estudios en junio de 1996

o en fecha posterior.

Todo aspirante deberá encontrarse al día en el cumplimiento de sus

obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social.

Tercera. Condiciones de las becas.—El período de disfrute será de

enero a diciembre de 2001. La renuncia o revocación de la beca antes

de finalizar el período de disfrute conlleva la devolución de las cantidades

percibidas.

El abono de las becas se realizará en doce entregas mensuales de

130.000 pesetas, cantidad a la que se aplicarán las retenciones que pro-

cedan, de acuerdo con las disposiciones fiscales vigentes.

La concesión o disfrute de una beca no establece relación contractual

o estatutaria con el organismo.

El disfrute de una beca es incompatible con cualquier otra beca de

similares características financiada con fondos públicos o privados, espa-

ñoles o extranjeros, en coincidencia temporal.

Los beneficiarios de las becas vendrán obligados a facilitar cuanta infor-

mación les sea solicitada por el Tribunal de Cuentas.

Cuarta. Formalización de solicitudes.—Las solicitudes podrán presen-

tarse en el Registro General del Centro de Investigaciones Sociológicas

(calle Montalbán, 8, tercera planta, 28014 Madrid) o por cualquiera de

los procedimientos previstos en la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de

las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

El plazo de presentación de las solicitudes será de quince días naturales,

a contar desde el día siguiente al de la publicación de esta Resolución

en el «Boletín Oficial del Estado».

Cada solicitud constará de la siguiente documentación:

a) Instancia (no sujeta a modelo predeterminado) dirigida al Ilus-

trísimo Señor Presidente del Centro de Investigaciones Sociológicas.

b) Fotocopia del documento nacional de identidad o, en su caso, tar-

jeta de residente.

c) Currículum vitae de un máximo de tres hojas, de acuerdo a los

siguientes apartados: I) Datos personales; II) Formación académica; III) I-

diomas; IV) Conocimientos y/o experiencia informática; V) Actividades

relacionadas con la investigación; VI) Publicaciones; VII) Formación com-

plementaria.

d) Certificación académica en la que figuren las calificaciones obte-

nidas en los estudios universitarios y las fechas de su obtención.

La documentación aneja a las solicitudes desestimadas podrá ser recu-

perada por los interesados en el Centro de Investigaciones Sociológicas

en los tres meses siguientes, a partir de la resolución de concesión de

las becas.

Quinta. Comisión de Valoración y selección de candidatos.—Una Comi-

sión de Valoración examinará la documentación presentada, evaluará los

méritos de los solicitantes y propondrá la adjudicación de las becas.

La Comisión de Valoración estará presidida por el Presidente del CIS,

o persona en quien delegue, y formará parte de ella como vocal el Director

del Departamento de Publicaciones y Fomento de la Investigación del CIS

y otros dos vocales, que tendrán la condición de Directores de Depar-

tamento del CIS o de profesores numerarios de universidad en materia

de Ciencias Sociales. Los vocales serán nombrados por el Presidente y

actuará como Secretario el Secretario general del CIS.

El fallo deberá tener lugar en el plazo máximo de treinta días naturales,

a partir de la fecha de finalización del plazo de admisión de solicitudes.

La Comisión elevará una lista complementaria de suplentes entre los

candidatos no seleccionados, según un orden de prelación, para el caso

en que se produjeran renuncias o revocaciones entre los adjudicatarios

de las becas.

Sexta. Adjudicación de las becas.—La adjudicación de las becas se

producirá por resolución de la Presidencia del CIS, se notificará a cada

uno de los beneficiarios y se publicará en el «Boletín Oficial del Estado».

Séptima. Revocación de las becas.—El Centro de Investigaciones Socio-

lógicas podrá, en cualquier momento, mediante resolución justificada, revo-

car la concesión de la beca si el adjudicatario no cumpliera debidamente

las tareas que se le encomienden.

Madrid, 6 de noviembre de 2000.—El Presidente, Ricardo Montoro

Romero.

20408 RESOLUCIÓN de 26 de octubre de 2000, de la Subsecretaría,
por la que se acuerda la remisión del expediente admi-
nistrativo correspondiente al recurso contencioso-adminis-
trativo 651/2000, interpuesto ante la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo (Sección Tercera) de la Audiencia
Nacional y se emplaza a los interesados en el mismo.

A tenor de lo dispuesto en el artículo 49.1 de la vigente Ley 29/1998,

de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa

(«Boletín Oficial del Estado» del 14), y en cumplimiento de lo solicitado

por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional

(Sección Tercera),

Esta Subsecretaría acuerda la remisión del expediente administrativo

correspondiente al recurso contencioso-administrativo en el encabezamien-

to citado, interpuesto por la Fundación de Música Clásica, contra la Reso-

lución del Ministerio de la Presidencia de 18 de enero de 2000 («Boletín

Oficial del Estado» de 26 siguiente), por la que se establecen las tarifas

de los servicios o actividades sujetos a la tasa por utilización de espacios

en Museos y otras instituciones culturales del extinguido Ministerio de

Educación y Cultura.

Asimismo, se emplaza a todas aquellas personas físicas y jurídicas

a cuyo favor hubieren derivado o derivasen derechos de la resolución

impugnada y a quienes tuvieran interés directo en el mantenimiento de

la misma, para que comparezcan y se personen en autos ante la referida

Sala, en el plazo de nueve días, siguientes a la notificación, o, en su caso,

publicación de la presente Resolución.

Madrid, 26 de octubre de 2000.—La Subsecretaria, Ana María Pastor

Julián.

20409 RESOLUCIÓN de 26 de octubre de 2000, de la Subsecretaría,
por la que se acuerda la remisión del expediente admi-
nistrativo correspondiente al recurso contencioso-adminis-
trativo 484/2000, interpuesto ante la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo (Sección Tercera) de la Audiencia
Nacional y se emplaza a los interesados en el mismo.

A tenor de lo dispuesto en el artículo 49.1 de la vigente Ley 29/1998,

de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa

(«Boletín Oficial del Estado» del 14), y en cumplimiento de lo solicitado

por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional

(Sección Tercera),

Esta Subsecretaría acuerda la remisión del expediente administrativo

correspondiente al recurso contencioso-administrativo en el encabezamien-

to citado, interpuesto por la Confederación de Sindicatos Independientes

y Sindical de Funcionarios, contra la Orden del Ministerio de la Presidencia

de 26 de enero de 2000 («Boletín Oficial del Estado» de 29 siguiente),

por la que se desarrollan los artículos 4.1.b) y 4.3 del Real Decreto 6/1995,

de 13 de enero, sobre retribuciones de los funcionarios en el extranjero.

Asimismo, se emplaza a todas aquellas personas físicas y jurídicas

a cuyo favor hubieren derivado o derivasen derechos de la resolución

impugnada y a quienes tuvieran interés directo en el mantenimiento de

la misma, para que comparezcan y se personen en autos ante la referida

Sala, en el plazo de nueve días, siguientes a la notificación, o, en su caso,

publicación de la presente Resolución.

Madrid, 26 de octubre de 2000.—La Subsecretaria, Ana María Pastor

Julián.


